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	77

	Motivo: Amparo

	Recurrente: LUIS ALBERTO JAÉN MARTÍNEZ 

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que el domingo descendió en el aeropuerto internacional un avión extranjero secuestrado por extranjeros con el fin de abastecerse de combustible y seguir viaje a Cuba.- Que por órdenes expresas del Presidente de la República se impidió la salida de la aeronave y el propio primer mandatario, ametralladora en mano y proclamando que “Todo secuestrador debe morir”, quiso lanzarse al rescate de la nave.-  Como consecuencia del anterior principio proclamado, la Fuerza Pública se lanzó al ataque, matando, al parecer innecesariamente a uno de los secuestradores e hiriendo gravemente a uno o a los dos restantes.- Que se ha enterado que los otros dos secuestradores van a ser entregados al Gobierno de Nicaragua, lo cual implicaría una violación a la garantía que establece el artículo 31 de nuestra Constitución.- Que solicita, con base en el artículo 13 de la Ley de Amparo, se ordene a los recurridos dejar sin efecto la pena de muerte de hecho establecida y poner a la orden de autoridad competente a los dos secuestradores detenidos, absteniéndose de enviarlos a Nicaragua.- 

	Respuesta del recurrido: Informan los recurridos que no se trata de un caso de extradición sino de mero rechazo de extranjeros nocivos, que nunca ingresaron legalmente al territorio nacional, y que, por el carácter de “grave delito común” y no de “delito político” al apoderamiento ilícito de naves en vuelo, no tiene aplicación lo dispuesto en el artículo 31 de la Constitución, al tratarse de delincuentes comunes, que además no pidieron asilo en Costa Rica, y que no están protegidos por esa garantía constitucional.  Que el Poder Ejecutivo está facultado para rechazar el ingreso de personas “inconvenientes, nocivas y peligrosas” y, como se acostumbra en estos casos, devolverlos al lugar de destino de la nave que los trajo al país.

	Parte dispositiva
	Se declara con lugar. Así votaron los Magistrados Fernández, Coto, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Sanabria y Valverde. El delito cometido está calificado como delito común tanto en el “Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves”, firmado en La Haya, como en nuestro Código Penal, por lo que no existe violación al primer párrafo del artículo 31 de la Constitución Política. La entrega de los autores del apoderamiento al Gobierno de Nicaragua, se hizo sin observar ningún trámite de extradición por el Poder Ejecutivo; siendo que debió haber sido observado el procedimiento de extradición conforme a lo dispuesto por el párrafo 2° del artículo 31 de la Constitución Política - que la extradición sólo puede ser concedida mediante los procedimientos y en las condiciones que la ley o los tratados establezcan -, del Convenio citado y la Ley de Extradición N° 4795 de 16 de julio de 1971. En consecuencia, sería inconstitucional el simple acto en que las autoridades entregaran a una persona a un país extranjero sin sujetarse a las disposiciones dictadas por el Poder Legislativo o las reglas contenidas en los tratados internacionales.-  En esta última hipótesis habría ilegalidad porque la extradición se realiza al margen de la ley; pero a la vez existirá un problema de inconstitucionalidad porque al no procederse por los cauces legales, se infringe el artículo 31 párrafo segundo de la Constitución Política. No se trató aquí de una expulsión de acuerdo con la Ley N° 37 de 7 de junio de 1940 y el Reglamento de Migración N° 4 de 24 de abril de 1942, sino de una extradición, pues las personas dichas fueron entregadas a las autoridades de Nicaragua para ser sometidas a juicio por los Tribunales de esa República. Los Magistrados Baudrit, Quirós, Jugo, Trejos, Porter y Benavides votaron por declarar sin lugar el recurso.


N° 77
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día veintisiete de diciembre de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Sanabria, Valverde, Trejos,  Porter, Jugo y Benavides.
Artículo VIII
Se entró a conocer el recurso de Amparo establecido por Luis Alberto Jaén Martínez contra los Señores Presidente de la República y Ministro de Seguridad Pública, en el cual se alega: “1°.- Ayer domingo descendió en nuestro aeropuerto internacional un avión extranjero secuestrado por extranjeros con el fin de abastecerse de combustible y seguir viaje a Cuba.- Por órdenes expresas del señor Presidente de la República se impidió la salida de la aeronave y el propio primer mandatario, ametralladora en mano y proclamando que “Todo secuestrador debe morir”, quiso lanzarse al rescate de la nave.-  Como consecuencia del anterior principio proclamado por el señor Presidente, la Fuerza Pública se lanzó al ataque, matando, al parecer innecesariamente a uno de los secuestradores e hiriendo gravemente a uno o a los dos restantes.-  Pero lo que importa para el caso no es ya la forma en que ocurrieron los sucesos sino el resultado de un muerto después de la proclama presidencial y la sentencia de muerte pronunciada contra ello.-  El delito de piratería aérea está expresamente penado por los artículos 256 y 258 del Código Penal vigente y ningún funcionario público por alto que sea, ni siquiera el Presidente, puede establecer por sí y ante sí, pena diferente para hechos de esa clase y mucho menos la pena de muerte para la que existe en Costa Rica horror social, y también, horror legal por virtud de la disposición del artículo 21 constitucional que escueta y hermosamente declara que “La vida humana es inviolable”.


2°- En horas de la noche me he enterado con asombro, con indignación y con temor por la suerte que puede esperarle, tal vez a corto plazo a nuestro país, que los otros dos secuestradores que se dice todavía vivos pero gravemente heridos van a ser entregados al Gobierno de Nicaragua, con lo cual se les aseguran tormentos espantosos y una muerte segura.-  La entrega a Nicaragua de tales presos, implicaría una descomunal e indescriptible violación a la garantía que establece el artículo 31 de nuestra Constitución.-


La sentencia de muerte pronunciada por el señor Presidente puede ser cumplida aquí o tal vez se mande a los presos a Nicaragua para que allá se ejecute.- El Presidente de la República y el Ministro de Seguridad violan de cualquier manera  la Constitución Política en sus artículos 21 y 31.-  Dada la gravedad del caso solicito, con base en el artículo 13 de la Ley de Amparo, se ordene al Presidente de la República y al Ministro de Seguridad dejar sin efecto la pena de muerte de hecho establecida y poner a la orden de autoridad competente a los dos secuestradores detenidos, absteniéndose de enviarlos a Nicaragua.-  A fin de garantizar también que no se viole en este caso el artículo 40 constitucional, pido se ordene a la mayor brevedad la exhibición de los reos”.


Los señores Presidente de la República y Ministro de Seguridad Pública, el informe de ley que les fue solicitado, lo rindieron en la siguiente forma: “PRIMERO: En horas de la tarde del día 12 de diciembre en curso fuimos informados de que un avión de la línea aérea de Nicaragua que venía desde Miami, Estados Unidos de América con destino a Managua, Nicaragua, había sido abordado, en su escala de San Salvador, por piratas aéreos que lo habían desviado hacia Costa Rica con el objeto de proveerse de combustible que les permitiera continuar el viaje a Cuba.”

SEGUNDO: De inmediato se giró instrucciones a la Fuerza Pública para inmovilizar el avión secuestrado impidiendo su salida y se dictaron las medidas pertinentes para garantizar la seguridad de las personas y bienes de la aeronave.


TERCERO: Los secuestradores, bajo  la amenaza de dar muerte a los pasajeros y tripulación de la nave, exigían a las autoridades de Costa Rica que se les proporcionara el combustible necesario para continuar su viaje Cuba.-  Las autoridades se negaban a hacerlo en tanto no dejaren en libertad a los pasajeros.-  Mayor irrespeto a la Autoridad constituida y desprecio a la vida humana no podía concebirse.


CUARTO: Una vez que los secuestradores accedieron a entregar a un pasajero que había sido herido por ellos con arma de fuego, al cual resultó ser hijo del señor Ministro de Agricultura de la República de Nicaragua y permitir a los pasajeros el abandono de la nave, se les instó reiteradamente a que hicieran dejación de su actitud y se sometieran a la jurisdicción de nuestros tribunales, lo cual rehusaron manifestando que preferirían morir, incendiar la nave y dar muerte a la tripulación antes de acceder a la instancia de nuestras Autoridades.-


QUINTO: Ante tal situación, se procedió por la Fuerza Pública al desalojo de la nave, lográndose la captura de dos de ellos.- El tercero murió haciendo frente a la Autoridad constituida.-


SEXTO: Por tratarse de extranjeros nocivos a la sociedad y ser desde todo punto de vista ilegal la presencia de los secuestradores en el territorio nacional, se rechazó el ingreso de los detenidos Arana y Villanueva, enviándolos a Nicaragua, por ser éste el país de destino de la nave secuestrada que además era de matrícula Nicaragüense.- 


SETIMO: El Gobierno ignora las ideas que puedan sustentar los asaltantes o su filiación política.


OCTAVO: Para ser efectivas las órdenes del Gobierno se procedió a hacer salir del país a los referidos señores, entregándolos a temprana hora del día 13 de diciembre al Gobierno de Nicaragua, lugar de destino final de la nave.-


FUNDAMENTO LEGAL DE LO ACTUADO POR EL GOBIERNO:


Las personas a cuyo nombre se ha planteado el presente Recurso de Amparo, señores: Leonel Mena, Raúl Arana y Lías y Gustavo Villanueva Valdés, habían ingresado al país no sólo con omisión absoluta de formalidades de las leyes que regulan la inmigración sino que, además lo hacían en ejecución de hechos delictuosos que imponían al Gobierno la obligación de tomar las medidas necesarias para cesar esa actividad.-

La potestad del Gobierno para rehusar admitir a los extranjeros cuyo rechazo se hubiere producido en puerto o aeropuerto y aún la de aquellos que hubieren ingresado sin autorización se encuentra contemplada en los artículos 41, 43 y 44 del Reglamento de Migración N° 4 de 26 de abril de 1942, emitido en ejecución de lo dispuesto en el artículo 4° de la Ley N° 37 de 4 de julio de 1940.


No es dable admitir, por otra parte, que la mera circunstancia de haberse detenido un extranjero o habérsele sujetado a cualquier otra medida de tipo precautorio, se le pueda considerar como admisión en el territorio nacional a los efectos de obtener la protección que las leyes brindan a quienes jurídicamente hubieran ingresado al país, pues de su actitud ilegítima no puede originarse en su beneficio derecho alguno y su actitud por el contrario implica una severa lesión al orden constituido. Este principio de derecho interno fue ya recogido en el ámbito del Derecho Internacional en la Convención de Tokio pendiente de aprobación en la Asamblea Legislativa (artículo 14 del Proyecto de Ley para impartir la ratificación legislativa para el Convenio sobre las infracciones y ciertos otros actos cometidos a bordo de las aeronaves (Alcance N° 5 a La Gaceta N° 13 de 18 de enero de 1971).-


PRETENDIDA VIOLACION DEL ARTÍCULO 31 CONSTITUCIONAL:


De acuerdo con lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia el informe de ley debe referirse exclusivamente a la supuesta violación del artículo 31 de la Constitución Política, cuyo texto es el que sigue:


“El territorio de Costa Rica será asilo para todo perseguido por razones políticas.  Si por imperativo legal se decretare su expulsión, nunca podrá enviársele al país donde fuere perseguido.  La extradición será regulada por la ley o por los tratados internacionales y nunca procederá en casos de delitos políticos o conexos con ellos, según la calificación costarricense.”


Como puede observarse de su redacción, el párrafo primero de esa disposición constitucional establece que el territorio de Costa Rica será asilo para todo perseguido por razones políticas.-  Los secuestradores, como en el caso que nos ocupa, no pretendían en modo alguno ingresar a Costa Rica en calidad de asilados políticos, su propósito era simplemente obtener combustibles, para la nave secuestrada.-  Su deseo era por el contrario hacer dejación lo más rápido posible del territorio nacional y nunca buscar asilo o protección de nuestras leyes.- Tampoco se ha expresado en el Recurso ni existen otros elementos de juicio de los cuales se desprenda que los recurrentes fueran perseguidos políticos.


La decisión del Gobierno de remitir los secuestradores a la jurisdicción de los Tribunales de Nicaragua se funda, no sólo en la circunstancia de ser esos Tribunales los jueces naturales de los inculpados, sino, básicamente, en las disposiciones sobre competencia establecidas en el Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, que establece como jurisdicción para conocer del delito y de los actos de violencia cometidos por el presunto delincuente contra los pasajeros y la tripulación en relación directa con el delito, a los Tribunales de país de donde la nave es matriculada, en este caso Nicaragua.- Este convenio está ratificado por Costa Rica y se encuentra en pleno vigor a partir del 14 de octubre de 1971, según informes oficiales de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) a la Junta de Aviación Civil de Costa Rica y comunicación de la Embajada de Costa Rica en Washington al Ministerio de Relaciones Exteriores de Costa Rica.-

Cabe igualmente señalar en apoyo de la decisión del Poder Ejecutivo las disposiciones contenidas en los artículos 7 y 8 del Código Penal al decidir no entablar la acción correspondiente ante nuestros Tribunales comunes por medio de los organismos competentes (Ministerio Público).


Tampoco resulta de aplicación, en el caso que nos ocupa, el párrafo segundo de la disposición constitucional en examen, ya que no nos encontramos frente a un caso de extradición, sino de mero rechazo de extranjeros nocivos que nunca ingresaron legalmente al territorio nacional y porque en todo caso nos encontramos frente a delitos comunes regulados por el Derecho Internacional.-


Se concluye de lo expuesto que la actuación del Gobierno se ajustó siempre tanto a las normas de nuestra legislación interna como de los Convenios que regulan tanto el ingreso ilegal de extranjeros como el apoderamiento ilícito de aeronaves en vuelo, en el caso de los recurrentes Arana y Villanueva, a cuyo nombre se intentó el presente Recurso.-


Cúmpleme finalmente informarle que resulta de imposible acatamiento la decisión de este alto Cuerpo Colegiado para dejar en suspenso la decisión de remitir a los Tribunales de Nicaragua los secuestradores, por estar es orden ya cumplida.-


Le remito copia del cable enviado por la Embajada de Costa Rica al señor Vice-Ministro de Relaciones Exteriores sobre la vigencia del Convenio de la Haya, así como certificación del Director General de Aviación Civil dando fe de la vigencia de ese Convenio”.  


Y en escrito de ampliación manifiestan:


“A) EL APODERAMIENTO ILICITO DE UNA AERONAVE ES UN DELITO COMUN.

1.-  Los delitos de terrorismo, entre los que se incluye, desde luego, el secuestro de naves aéreas en vuelo, han merecido el repudio de la comunidad internacional.-  La frecuencia con que estos delitos se han repetido en los últimos años, a pretexto de expresar repudio al orden político establecido, han movido a los organismos internacionales a preocupase especialmente de ellos.- En convenciones internacionales y en resoluciones de la OEA, de la ONU y de la OACI ha quedado establecido el carácter execrable de esos crímenes, cualquiera que sea el lugar donde se cometan.-
2.- Se ha puesto especial empeño en establecer que los delitos de terrorismo, entre los que, repetimos, se incluye obviamente el de piratería aérea, no son delitos políticos sino graves delitos comunes.-  Y por ser delitos comunes esta clase de crímenes no queda amparada por la noble institución del asilo diplomático o territorial.
3.-  En efecto, es evidente que lo que caracteriza el delito político es la falta de peligrosidad del agente.-  El terrorista (incluido el pirata aéreo) es, en cambio, el delincuente más peligroso para la sociedad, pues su falta de sentimientos y su deformación mental, lo impulsan a infringir a la sociedad los más grandes perjuicios en vidas y en valores económicos.  En consecuencia, la defensa social exige que los terroristas, cualquiera que sea su intención política, no se beneficien con la impunidad que otorga el asilo diplomático o territorial.  En efecto:

4.- LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS EN RESOLUCIÓN TOMADA EN SU VIGESIMO TERCER PERIODO DE SESIONES, EL 19 DE JUNIO DE 1970, RESOLVIÓ:


“1.- Condenar los actos de terrorismo político y de guerrilla urbana y rural, de los cuales deriva grave lesión para los derechos a la vida, a la seguridad de la personas, a la libertad física, a la libertad de conciencia, de opinión y de expresión, y para el derecho de defensa, consagrados en la Declaración Americana y en otros instrumentos internacionales.-


2- Declarar que los objetivos políticos o ideológicos presentados como causa determinante de tales actos, no afectan la calificación de los mismos como graves violaciones de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, ni pueden excluir la responsabilidad de sus autores por la comisión de las mencionadas violaciones.”

5.- El Consejo Permanente de la OEA, en resolución del 15 de mayo de 1970 declaró:


“Que los delitos de terrorismo (incluyendo la piratería aérea) son crímenes de tal manera crueles e irracionales que atentan dentro del espíritu mismo de clemencia de los pueblos americanos y constituyen delitos de orden común, cuya gravedad los hace de lesa humanidad”.

6.-  Durante el Primer Período Extraordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, se adoptó la Resolución N° 4 de 30 de junio de 1970, que en lo conducente dice:

“CONSIDERANDO:

Que los Gobiernos de los Estados Miembros de la Organización repudian unánimemente los actos de terrorismo (que incluyen el secuestro de naves en vuelo), los cuales configuran serias violaciones de los derechos y libertades fundamentales del hombre….


Que el secuestro y la extorsión conexa, así como el atentado contra la vida de representantes extranjeros y otras personas, son crímenes nefastos que han conmovido a la opinión mundial y quebrantan las bases mismas de la convivencia nacional e internacional,


Que la proliferación de tales crímenes en el Continente crea una situación que requiere prontas y eficaces medidas por parte de la Organización y sus Estados Miembros


RESUELVE:

1) Condenar enérgicamente los actos de terrorismo…como crímenes de lesa humanidad.


3) Declarar que tales actos constituyen graves delitos comunes, caracterizados por la flagrante violación de los más elementales principios de seguridad del individuo y de la colectividad, a la vez que atentados contra la dignidad de la persona humana, cuya salvaguarda debe ser criterio rector de toda la sociedad.”

7.- Durante el Vigésimo Quinto período de Sesiones de la Asamblea General de Naciones Unidas, se tomó la resolución N° 2645, denominada “Desviación a mano armada de aeronaves o injerencia en los viajes aéreos civiles” en la que, entre otras cosas, la Organización Mundial dijo:

“Gravemente preocupada por la desviación a mano armada de aeronaves u otras injerencias ilícitas en los viajes aéreos civiles.-


Reconociendo que tales actos ponen en peligro la vida y seguridad de los pasajeros y tripulaciones, y constituyen una violación de sus derechos humanos:


1) Condena, sin excepción alguna, todo acto de desviación de aeronaves u otras injerencias en los viajes aéreos civiles, ya sean de origen nacional o internacional, mediante la amenaza o el uso de la fuerza, y todo acto de violencia que pueda cometerse contra los pasajeros, tripulaciones y aeronaves que participen en el transporte aéreo civil y contra las instalaciones de navegación aérea y las comunicaciones aeronáuticas utilizadas en ese transporte:


2) Insta a los Estados a que tomen todas las medidas apropiadas para desalentar, impedir o reprimir la penetración de tales actos en su jurisdicción, en cada etapa  de la ejecución de los mismos y a que dispongan del procesamiento y castigo de las personas que los cometen, de manera acorde con la gravedad de estos delitos o, sin perjuicio de los derechos y obligaciones que tengan los Estados en virtud de instrumentos internacionales vigentes relacionados con la materia, la extradición de tales personas a fin de que sean procesadas y castigadas,

3) Pide a los Estados que inicien una acción concentrada, de conformidad con la Carta de la Naciones Unidas, para reprimir todo acto que ponga en peligro el desarrollo seguro y ordenado del transporte aéreo civil internacional.”

8.- El 16 de diciembre de 1970, se firmó en La Haya, la “Convención para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves”. Dicho Convenio fue ratificado por Decreto Legislativo N° 4759 de 3 de mayo de 1971 y publicado en La Gaceta N° 106 del 20 del mismo mes de mayo.-  El instrumento de Ratificación se depositó el 9 de julio de 1971.-  El 14 de octubre de 1971, un mes después del depósito del Décimo Instrumento de Ratificación del referido Convenio, entró en vigencia.-  De acuerdo con el artículo 7 de la Constitución Política, dicho Convenio es norma obligatoria en Costa Rica con prioridad sobre cualquier ley de la República.-


Entre las disposiciones de este Tratado se encuentra la del Artículo 8, que dice:


“Artículo 8: El delito (se refiere al apoderamiento ilícito de aeronaves) se considerará incluido entre los delitos que den lugar a extradición en todo Tratado de Extradición celebrado entre los Estados Contratantes.- Los Estados contratantes se comprometen a incluir el delito como caso de extradición que celebren entre sí en el futuro.”
9.- El significado del artículo que acabamos de transcribir no es otro que el de reconocer el carácter de “delito común” y no de “delito político” al apoderamiento ilícito de naves en vuelo.  Porque, de acuerdo con los convenios internacionales vigentes sobre la materia, y de acuerdo con nuestra Constitución, la extradición no procede en perjuicio de delincuentes políticos.-  Luego, si el Convenio de La Haya reconoce que el delito de apoderamiento ilícito de una aeronave da siempre lugar a la extradición, es porque implícitamente reconoce lo que expresamente establecen otras declaraciones internacionales que hemos citado; sea que tal clase de crimen es siempre un grave delito común.

10.- Todo lo dicho refuerza la tesis expuesta en el informe que ampliamos, según la cual debe rechazarse el recurso de amparo interpuesto, porque no hemos cometido la violación del artículo 31 de la Constitución que se nos imputa.-  En efecto, si el delito de apoderamiento ilícito de aeronaves, como en general los delitos de terrorismo, no pueden ser calificados de delitos políticos, es obvio que no tiene aplicación al caso de autos lo dispuesto en el artículo 31 de la Constitución.-  Porque esta norma constitucional se refiere exclusivamente a los “perseguidos por razones políticas, o a los autores de delitos políticos o conexos con ellos”, a quienes debe otorgarse asilo y a quienes no puede extraditarse.-  Pero tratándose como se trata de delincuentes comunes, que además no pidieron asilo en Costa Rica, no están ellos protegidos por la citada garantía constitucional.  En consecuencia, al tenerlos como delincuentes comunes, y por lo tanto como personas nocivas e indeseables a las que no conviene permitir su ingreso al país, y al ordenar se les devolviera al lugar de destino de la nave, el Poder Ejecutivo no cometió violación alguna de las normas constitucionales en que fundamenta su recurso el actor.

B) TECNICAMENTE LOS DELITOS COMETIDOS POR MENA, VILLANUEVA Y ARANA SE EJECUTARON ESTANDO EN VUELO LA AERONAVE, RAZON POR LA CUAL LAS AUTORIDADES JUDICIALES DE NICARAGUA TIENEN COMPETENCIA PARA JUZGARLOS.

1.- El artículo 3 de la citada Convención de la Haya sobre el Apoderamiento ilícito de Aeronaves, tratado que, según hemos visto, está vigente y cuyas normas jurídicas tienen un valor superior a las de cualquier ley de la República, dispone lo siguiente:


“Artículo 3.- A los fines del presente Convenio, se considerará que una aeronave se encuentra en vuelo desde el momento en que se cierran todas las puertas externas después del embarque, hasta el momento en que se abra cualquiera de dichas puertas para el desembarque.-  En caso de aterrizaje forzoso, se considerará que el vuelo continúa hasta que las autoridades competentes se hagan cargo de la aeronave y de las persnas y bienes a bordo.”
De acuerdo con el texto claro de este artículo, todos los delitos cometidos por Mena, Villanueva y Araba con ocasión del apoderamiento ilícito de la aeronave de LANICA, técnicamente se ejecutaron cuando la nave estaba en vuelo.-  En efecto, el acto de apoderamiento ocurrió cuando la nave había levantado vuelo de El Salvador con rumbo a Managua.- El delito de lesiones que Mena cometió contra el joven Lobo, y los de resistencia a la autoridad costarricense y de amenazas a los tripulantes y pasajeros del avión, se cometieron cuando el avión no había abierto las puertas para el desembarque en el lugar de destino, sea el Aeropuerto de Las Mercedes, en Managua.  En todo caso, tales hechos delictuosos ocurrieron antes de que las autoridades competentes se hicieran cargo de la aeronave y de las personas y bienes a bordo, cuando éste había aterrizado forzosamente en el Aeropuerto Juan Santamaría.-  De modo que, de acuerdo con esa norma jurídica superior, ningún delito se cometió en suelo costarricense.-  Todos los delitos resultantes de apoderamiento ilícito de la aeronave de LANICA se ejecutaron cuando, para todos los efectos legales, esta se encontraba en vuelo.

2.- El artículo 4 de la misma Convención de La Haya dispone lo siguiente:


“Artículo 4.  Cada Estado contratante tomará las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre el delito y sobre cualquier acto de violencia cometido por el presunto delincuente contra los pasajeros o la tripulación, en relación directa con el delito en los casos siguientes:

a) Si el delito se comete a bordo de una aeronave matriculada en tal Estado.”

Ya hemos visto que el delito de apoderamiento de la aeronave de LANICA y de violencia contra los pasajeros se cometió a bordo de la aeronave.-  Por otra parte, es público y notorio que los aviones de propiedad de LANICA tienen matrícula nicaragüense.-  Luego, de acuerdo con el texto citado en este numeral, el Estado de Nicaragua no solo tiene el derecho sino que también está obligado a establecer su jurisdicción sobre los referidos delitos.-  Por las amplias informaciones periodísticas de Costa Rica y Nicaragua, consta que el Estado Nicaragüense ya estableció su jurisdicción sobre los delitos cometidos por Mena, Villanueva y Arana, y que las autoridades judiciales iniciaron ya el correspondiente proceso.

3.- El artículo 4 del Código Penal vigente dispone que:


“Artículo 4. La ley penal costarricense se aplicará a quien cometa un hecho punible en el territorio de la República, salvo las excepciones establecidas en los tratados, convenios y reglas internacionales aceptados por Costa Rica.  Se entenderá también territorio nacional las naves y aeronaves costarricenses.”
Los textos legales del Convenio de La Haya citados en el numeral anterior, constituyen excepciones a lo dispuesto en el artículo 4 del Código Penal, excepciones que ese mismo artículo expresamente establece.-   Luego, Costa Rica no puede establecer su jurisdicción sobre un delito de piratería aérea cometido cuando la nave está técnicamente en vuelo, aun en el caso de que el avión se hubiera posado forzosamente en nuestro territorio, cuando el país de matrícula de la nave hubiera establecido su jurisdicción sobre el mismo hecho delictuoso.-
4.-  El artículo 7 del Código Penal dispone que independientemente del lugar donde se cometa el delito, se penará conforme a la ley costarricense a quienes cometan actos de piratería.-  Pero el artículo 8 del mismo Código dispone que para que tales delitos sean perseguibles en Costa Rica se requiere que el Estado ejerza la acción correspondiente.-  En el caso de autos el Estado costarricense, representado por la Procuraduría General de la República, se abstuvo de ejercer la acción penal correspondiente al delito de piratería aérea cometido por Mena, Villanueva y Arana, porque, de acuerdo con la Convención de La Haya, consideró que la jurisdicción sobre esos delitos debía ser ejercida por Nicaragua.  Al no ejercerse la acción penal correspondiente por parte de la Procuraduría General de la República, no podía aplicarse el artículo 7 del Código Penal, y en consecuencia, los delitos cometidos por Mena, Villanueva y Arana no quedaron comprendidos dentro de la ley penal costarricense.-

C) EL PODER EJECUTIVO TENIA FACULADES PARA IMPEDIR EL INGRESO AL PAIS DE LOS PIRATAS AEREOS.

1.- El artículo 41 del Reglamento de Migración, N° 4 de 26 de abril de 1942, dictado con base en la Ley N° 37 de 4 de junio de 1940, dispone que


“Artículo 41.-  No serán admitidos en el país, y por consiguiente deben ser rechazados por las autoridades de los puertos, aeropuertos y fronteras de la República, los extranjeros que vengan en calidad de inmigrantes o transeúntes, que se hallaren en las condiciones siguientes:

g) los que sin estar comprendidos en los incisos anteriores, sean personas inconvenientes, nocivas o peligrosas al orden o progreso de la República…”

Refuerzan lo dispuesto en los párrafos transcritos, los artículos 43 y 44 del mismo Reglamento, que dicen:

“Artículo 43.- Queda autorizado el Departamento de Migración, con anuencia de la Secretaría de Seguridad Pública, para rechazar en vista de los informes que reciba del exterior o de las referencia que comuniquen las autoridades, a todos aquellos inmigrantes que considere nocivos para el país.-  Bastará para ello, la orden respectiva comunicada por medio de autoridad competente en el acto de desembarcar, o en forma sumaria si hubiese ya ingresado al país, cuando tuviere noticias de las actividades perjudiciales que ejerza en contra del bienestar general.-
Artículo 44.-  Las autoridades de los puertos, aeropuertos y lugares fronterizos habilitados no permitirán el desembarque o ingreso, aunque sea con promesas de volver a la nave o al lugar de donde procedieron, a ningún inmigrante, mientras no se cerciore que no está comprendido en alguno de los casos de la prohibición señalada en el artículo 41, aun cuando portaren sus pasaportes en regla y toda su documentación.-  En la misma forma procederán con los turistas o pasajeros en tránsito que no poseyeren su pasaje de regreso al puerto de embarque o para continuar su viaje, haciendo caso omiso de la visación que por cualquier agente consular le hubiere sido extendida.-  Podrán sin embargo, esas autoridades, previa consulta al Departamento de Migración, permitir el desembarque de los pasajeros en tránsito, cuando contra ellos no existiere ninguna de las tachas indicadas y a pesar de que tuvieren la respectiva visación consular, si por circunstancias especiales se comprobare que el inmigrante no trate de evadir los preceptos vigentes sobre esta materia.”
2.- Las normas legales que acabamos de transcribir facultaban plenamente al Poder Ejecutivo para proceder en la forma en que procedió.  En efecto, resultaba evidente que los secuestradores del avión de LANICA son personas “inconvenientes, nocivas y peligrosas”.  Puede alguien poner en duda que los piratas aéreos que forzaron al piloto del avión de LANICA a aterrizar en Costa Rica podrían ser calificados como tales?  Y si eran personas altamente peligrosas, inconvenientes y nocivas para el orden y progreso de la República, porqué se les iba a admitir dentro del territorio del país?
3.-  Si los piratas aéreos no estaban sujetos a la ley penal de Costa rica, como lo hemos demostrado, la única forma correcta de proceder fue la que escogió el Poder Ejecutivo.- Sea la de rechazar su ingreso y, como se acostumbra en estos casos, devolverlos al lugar de destino de la nave que los trajo al país.-

4.- Además de las razones legales expuestas, existieron razones prácticas, de conveniencia nacional, que nos aconsejaron proceder en la forma en que procedimos al rechazar sumariamente el ingreso de los piratas aéreos y devolver los sobrevivientes al país que tiene jurisdicción para conocer de los delitos que ellos cometieron a bordo de la aeronave de LANICA.-

Estas razones son las siguientes:

a) Si hubiéramos retenido en Costa Rica a Villanueva y a Arana, debidamente custodiados como delincuentes comunes, el Gobierno de Nicaragua hubiera solicitado su extradición, y, de acuerdo con la Convención de La Haya en vigencia, el Estado costarricense hubiera tenido que entregarlos a las autoridades nicaragüenses.-  Porque ya hemos demostrado que los delitos cometidos por Mena, Villanueva y Arana tenían que catalogarse como delitos comunes, sujetos a extradición, y que la jurisdicción sobre esos delitos corresponde al Estado de matrícula de la nave donde se cometieron, que no es otra que la de Nicaragua.- Qué motivo hubiera habido para no proceder a hacer sumariamente lo que de todos modos hubiéramos tenido que hacer después de un procedimiento de extradición?

b) La experiencia sufrida en el caso de Fonseca Amador nos enseña lo inconveniente que es mantener presos en el país a miembros de movimientos guerrilleros extranjeros.-  Porque esta clase de agrupaciones terroristas recurre a cualquier expediente para lograr la libertad de los delincuentes miembros de su agrupación.-  Recuérdese cómo en el caso de Fonseca Amador y sus secuaces, sus fanáticos compañeros de movimiento guerrillero asaltaron la cárcel de Alajuela en un intento de liberarlos, asesinando a un humilde guarda.-  Recuérdese cómo después amenazaron y planearon secuestrar a miembros del cuerpo diplomático, para exigir como rescate de su devolución la libertad de Fonseca Amador y codelincuentes.- Y, finalmente, recuérdese cómo compañeros de movimiento de Fonseca Amador secuestraron un avión de LACSA, y para salvar la vida de los pasajeros y tripulantes, que fueron llevados a Cuba, el Gobierno tuvo que pasar por la humillación de poner en libertad al citado Fonseca Amador y demás delincuentes, que sí habían cometido un grave delito sobre el que Costa Rica tenía jurisdicción.-  Para qué se iba a exponer al país a sufrir atentando semejante manteniendo en prisión a los piratas aéreos, cuando tenía la facultad legal de rechazar su ingreso en el territorio nacional y de enviarlos al país de destino del vuelo en que llegaron, que además resultó ser el que tenía jurisdicción sobre los hechos delictuosos por ellos cometidos?

Con fundamento en las razones expuestas en nuestro primer informe, y las que hemos ofrecido en esta ampliación, esperamos confiados que la Suprema Corte declarará sin lugar el recurso de amparo promovido, sin fundamento alguno, por Luis Alberto Jaén Martínez.”


Previa la deliberación correspondiente se dispuso declarar con lugar el recurso y prevenir al señor Presidente de la República, don José Figueres Ferrer, y al señor Ministro de Seguridad Pública, don Fernando Valverde Vega, que no deberán incurrir en actos y omisiones como los que dieron mérito para acoger el recurso, y que de proceder de modo contrario incurrirán en las responsabilidades que señala el artículo 18 de la Ley de Amparo No. 1161 de 2 de junio de 1950.-

Así votaron los Magistrados Fernández, Coto, Retana, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Sanabria y Valverde, con base en las siguientes consideraciones:


I.- De acuerdo con el artículo 4° del recién promulgado Código Penal, salvo las excepciones establecidas en los tratados, convenios y reglas internacionales aceptadas por Costa Rica, dicho Código se aplicará a quienes cometan un hecho punible en el territorio de la República.  Prescindiendo del lugar de la comisión y la nacionalidad de los autores, hay ciertos hechos, de extremada gravedad y notoria repercusión extraterritorial, denominados delitos internacionales, a los que, en principio, la ley costarricense es aplicable.  Más la intervención local está reservada para el caso de que los órganos competentes establezcan las acciones respectivas (artículo 7 y 8 del Código Ibídem). La serie de actos ilícitos (acaecidos el domingo doce de este mes, en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, con motivo del apoderamiento y control de una aeronave propiedad de la empresa Lanica, de matrícula nicaragüense y con destino a Managua, que el propio recurrente admite hacer sido secuestrada por los extranjeros en cuyos nombres plantea el amparo), constituyen un tipo de criminalidad de carácter común y no de índole política, a tenor de los pronunciamientos emitidos por diversos organismos, como la Comisión de Derechos Humanos, el Consejo Permanente de la OEA, la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, pero, en especial, de acuerdo con las disposiciones contenidas en el vigente “Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves”, firmado en La Haya y ratificado por el Decreto Legislativo N° 4759 de 3 de mayo de 1971.-  La valoración originaria e inmediata de tales actos por la conciencia humana, así como después de ser incluidos en el ordenamiento jurídico nacional e internacional, son de unánime repudio en cuanto enmarcarlos en el ámbito de los llamados delitos políticos o conexos, por ser de lesa humanidad.  A las complejas acciones criminosas imputadas a Mena, Villanueva y Arana, se suma la lesión inferida a uno de los pasajeros, después de estar todos en grave e inminente peligro de desastre, además del enfrentamiento a las autoridades nacionales y los daños de consideración ocasionados a la nave.-  Ahora bien, según lo dispuesto en el artículo único, de la Sesión Extraordinaria No. 75, celebrada por la Corte Plena a las dieciséis horas del catorce del presente mes, debe examinarse el recurso exclusivamente en cuanto a la supuesta violación del artículo 31 de la Constitución Política.-  Las premisas que se relacionan en los párrafos anteriores, dan amplio fundamento de carácter estrictamente jurídico, para establecer lo que seguidamente se dirá.-

II.- El citado Convenio de La Haya, en el artículo 3° inciso 1° dispone: “ A los fines del presente convenio, se considerará que una aeronave se encuentra en vuelo desde el momento en que se cierran todas las puertas externas después del embarque hasta el momento en que se abra cualquiera de dichas puertas para el desembarque.- En caso de aterrizaje forzoso, se considerará que el vuelo continúa hasta que las autoridades competentes se hagan cargo de la aeronave y de las personas y bienes a bordo”.  De acuerdo con lo anterior, y por una ficción legal, el delito ocurrió estando la aeronave en vuelo, y los hechos acaecidos al abrirse las puertas externas para el desembargue no fueron sino los últimos efectos de ese delito.


III.-  Cada Estado contratante debe tomar las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre el delito y sobre cualquier acto de violencia en relación directa con el mismo, a fin de permitir la iniciación de un procedimiento penal o de extradición (artículos 4 y 6 del Convenio citado).-  La piratería aérea es un delito internacional y para la iniciación del proceso penal en el caso concreto era necesaria la instancia de los órganos competentes, en este caso de la Procuraduría General de la República, lo cual no ocurrió (artículos 4, 7, 8 y 256 a 258 del Código Penal).-  Debía observarse, entonces, el procedimiento de extradición conforme a lo dispuesto por el párrafo 2° del artículo 31 de la Constitución Política, el Convenio antes citado y la Ley de Extradición N° 4795 de 16 de julio de 1971.-

IV.- De acuerdo con el Convenio citado, la República de Nicaragua tiene jurisdicción sobre el delito de que se trata, tanto porque la aeronave está matriculada en ese Estado, como porque el hecho ocurrió cuando se dirigía en vuelo a ese país, además de que resultaron ofendidas personas de esa nacionalidad.  Pero la entrega de los autores del apoderamiento, al Gobierno de aquella República, se hizo sin observar ningún trámite de extradición y por el Poder Ejecutivo, a pesar de que el artículo 4° de la ley respectiva N° 4795 de 19 de julio de 1971, dispone lo siguiente:  “La facultad de pedir, ofrecer, conceder o negar la extradicion corresponde al Poder Judicial, pero las decisiones que este tome se pondrán en conocimiento del Estado Extranjero por medio del Poder Ejecutivo.”


V.-  El artículo 31 de la Constitución Política establece en el primer párrafo que: “El territorio de Costa Rica será asilo para todo perseguido por razones políticas.-  Si por imperativo legal se decretare su expulsión, nunca podrá enviársele al país donde fuera perseguido”.  No existe prueba alguna para considerar que las personas a cuyo favor se establece el recurso sean perseguidos por razones políticas, y desde luego tampoco era su intención pedir asilo en nuestro país, pues su voluntad firmemente manifestada fue la de proveerse de combustible para seguir rumbo a Cuba.-  En cambio, según se expresó ya, el delito cometido está calificado como delito común tanto en el Convenio citado como en nuestro Código Penal.  No existe, pues, violación alguna a primer párrafo del artículo 31 de la Constitución Política.

VI.-  La extradición consiste en el acto de asistencia jurídica internacional en que un Estado hace entrega de una persona que se encuentra en su territorio, a otro Estado que la reclama, para que pueda ser sometida a juicio penal o a la ejecución de una pena.  De suerte que la extradición, es su concepto moderno, se inspira en el deber que tienen los Estados de prestarse recíproca colaboración para reprimir el delito y hacer posible la aplicación del derecho, deber que, sin embargo, no es de carácter irrestricto, pues de lo contrario dejaría ser colaboración para convertirse en obediencia a los requerimientos del país reclamante, con mengua de la soberanía del otro Estado; además, en la extradición también están de por medio otras cuestiones de importancia, ligadas a algunos derechos fundamentales del hombre, a los sentimientos de justicia que predominan en el Estado requerido y al respeto que se le deba al propio régimen jurídico de ese Estado.-  Por todo ello es que en la leyes locales y en los tratados internacionales, al instituir la extradición como instrumento dirigido a hacer más efectiva la lucha contra el delito, a la vez se establecen algunas excepciones al principio que la autoriza, lo mismo que requisitos para otorgarla.-  La tendencia general de esas leyes y tratados es la de proscribir la extradición tratándose de delitos políticos o conexos con ellos; pero también existen determinadas limitaciones en cuanto a los demás delitos, que excluyen del todo la posibilidad de que la extradición pueda concederse.  Este comentario se dirige a poner de manifiesto que el artículo 31 párrafo segundo de la Constitución Política, al decir que “la extradición será regulada por la ley o por los tratados internacionales”, es de carácter amplio y se refiere como es lógico, a todos los casos de extradición no solo a aquellos en que pueda suscitarse alguna controversia sobre si se trata de delincuentes políticos o de otros problemas relacionados con el derecho de asilo. Ahora bien, como ese mismo párrafo del artículo 31 sigue diciendo que la extradición “nunca procederá en casos de delitos políticos o conexos con ellos, según la calificación costarricense”, por allí podría creerse que dicha regla y la anterior integran un único precepto y que, por consiguiente, el citado párrafo segundo sólo se ocupa de la extradición para disponer que no procede en los delitos políticos.-  Pero no es posible interpretar de esa manera el texto constitucional, pues con ello quedaría sin sentido o estaría sobrando la frase de que “la extradición será regulada por la ley…”, desde luego que, para los fines de negarla tratándose de aquellos delitos,  habría bastado con decir lo que la segunda regla establece, o sea que la extradición “nunca procederá en casos de delitos políticos o conexos con ellos”.- Tampoco cabría aceptar esa tesis con vista en la información que suministran las actas de la Asamblea Constituyente de 1949, en lo particular la N° 111 (ciento once), que se refiere a la sesión en que la Asamblea discutió y aprobó el artículo 31; porque si bien es cierto que en esa oportunidad los señores Constituyentes se concretaron a discutir el problema del derecho de asilo y de los delitos políticos, sin hacer la menor referencia a la extradición en sí misma, de allí lo que se desprende es que la cuestiones discutidas fueron las únicas que ofrecían alguna duda o materia de interés para los asambleístas que participaron en el debate, más no que el propósito fuese el de aludir a la extradición para vincularla exclusivamente a los supuestos de asilo político.  Todas estas observaciones permiten concluir que el párrafo segundo del artículo 31 no establece un solo precepto sino dos reglas, una de amplios alcances y la otra de carácter especial, a saber: a) La extradición será regulada por la ley o por los tratados internacionales; y b) La extradición nunca procederá si se tratare de delitos políticos o conexos con ellos.-  De suerte que el citado artículo 31 no se refiere solo al derecho de asilo, y a los perseguidos políticos, pues si bien deniega la extradición en cuanto a éstos, en lo demás dispone y garantiza que será regulada por la ley o por los tratados internacionales.-

VII.-   Ninguna violación podría existir en lo que se refiere concretamente a la segunda regla antes indicada, pues ya se dijo que no hay prueba de que las personas a cuyo favor se interpone el Amparo sean perseguidos políticos y que en cambio se está en frente de un delito común.  Si esos hechos debieran haberse examinado dentro de unas diligencia de extradición – que o se promovieron en el presente caso – no por ello cabría decir que el acto de Gobierno infrinja esa regla constitucional, pues la infracción, si existiera, lo sería respecto de normas jurídica de otro rango.-  Pero la regla primera sí protege a aquellas personas y su quebranto es evidente, pues dicha regla no contiene una simple fase enunciativa o de mera remisión a la ley o a los tratados internacionales sino que en el fondo establece una verdadera garantía, o sea la de que la extradición debe ser regulada por la ley o por esos tratados, lo cual significa que ésta no puede concederse de un modo discrecional por los gobernantes sino con arreglo a determinadas normas jurídicas.-  De manera que el párrafo segundo del artículo 31, al disponer que la extradición será regulada conforme ese texto lo indica, con ello está consagrando un derecho o garantía a favor de los individuos, o sea el de que la extradición sólo puede ser concedida mediante los procedimientos y en las condiciones que la ley o los tratados establezcan.-  En consecuencia, si por un Decreto Ejecutivo se regulara todo lo referente a la extradición, tal Decreto sería inconstitucional por oponerse al artículo 31; y es obvio que con igual o mayor razón lo sería el simple acto en que las autoridades entregaran a una persona a un país extranjero sin sujetarse a las disposiciones dictadas por el Poder Legislativo o las reglas contenidas en los tratados internacionales.-  En esta última hipótesis habría ilegalidad porque la extradición se realiza al margen de la ley; pero a la vez existirá un problema de inconstitucionalidad porque precisamente, al no procederse por los cauces legales, se infringe el artículo 31 párrafo segundo de la Constitución Política.

VIII.- El Convenio de La Haya es un tratado internacional y entre sus reglas contempla la extradición de las personas que se apoderan de una aeronave.-  Por su parte, la Ley costarricense sobre la materia, No. 4795 de 16 de julio de 1971, señala el procedimiento y los requisitos y condiciones para pedir, ofrecer, conceder y denegar la extradición y atribuye al Poder Judicial la facultad de resolver sobre esos problemas.-  Como en el presente caso la entrega de los autores del hecho, al Gobierno de Nicaragua, fue dispuesta por el Poder Ejecutivo y no por el Poder Judicial desde luego sin que se observaran las formalidades correspondientes, por allí resultan violados el Convenio de La Haya y la Ley de Extradición No. 4795, y como consecuencia directa o inmediata el párrafo segundo del artículo 31 de la Constitución, en cuanto garantiza que la extradición será reglada por la ley o por los tratados internacionales, pues al quebrantarse aquellas reglas se desconoció y violó también la garantía constitucional.-  Todo lo dicho obliga a declarar con lugar el amparo, no sin reconocer que el señor Presidente y el señor Ministro de Seguridad Pública actuaron con el propósito de evitar problemas mayores que pudieran presentarse en el futuro, como el que ocurrió en el caso de Fonseca Amador; pero aún así debe acogerse el recurso, por necesario acatamiento a lo que disponen los artículos 31 y 48 de la Constitución Política, ambos en su párrafo segundo, y los artículos 1° y 2° de la Ley de Amparo.-  Solo resta agregar que la situación planteada en el caso en estudio no es la de los extranjeros que ingresan o pretenden ingresar al país ilegalmente, o cuya entrada rechazan los funcionarios de Migración por tratarse de personas indeseables o que constituyen un peligro para la seguridad nacional; porque, independientemente de que las personas que se apoderaron de la aeronave nicaragüense se hallaran en alguna de esas condiciones, lo cierto es que no se trató aquí de una expulsión ni de una medida que pudieran haber tomado aquellos funcionarios en uso de las facultades que les confiere la Ley N° 37 de 7 de junio de 1940 y el Reglamento de Migración N° 4 de 24 de abril de 1942, sino de una extradición, pues las personas dichas fueron entregadas a las autoridades de Nicaragua para ser sometidas a juicio por los Tribunales de esa República; y en esto consiste en lo esencial, la extradición que sólo puede concederse con arreglo a la ley y a los tratados internacionales.- Nótese que al contestar el recurso de amparo se reconoce que la decisión del Gobierno de Costa Rica tuvo por finalidad “remitir a los secuestradores a la jurisdicción de los Tribunales de Nicaragua” (Sic), lo cual hace patente que no se está en presencia de un simple rechazo de extranjeros, hipótesis en que la persona rechazada sí goza de libertad, en principio, para dirigirse adonde quiera, lo que en modo alguno sucedió en el presente caso.-

IX.- Por estar consumado el acto a que se refiere el recurso, puesto que ya fueron entregadas al Gobierno de Nicaragua las personas a que se refiere el amparo, la procedencia de éste se reduce a la prevención establecida en el artículo 15 párrafo segundo de la Ley de Amparo, N° 1161 de 2 de junio de 1950.-

Los Magistrados Baudrit, Quirós, Jugo, Trejos, Porter y Benavides votaron por declarar sin lugar el recurso.-


Los Magistrados Baudrit, Quirós y Jugo razonaron su voto así:


I.- Si por haberlo así dispuesto la mayoría, el recurso debe examinarse en cuanto se refiere al artículo 31 de la Constitución Política habrá que concluir que es improcedente, pues en el caso podría darse tal vez y a lo sumo, el desconocimiento de disposiciones de ley, pero jamás quebrantamiento de derechos personales consagrados en la Constitución Política, que son los únicos cuya protección se puede lograr por el trámite sumario del recurso de amparo.- Este se creó en la Carta Política de 1949.-  Fue idea de la Comisión que preparó un proyecto.-  En la publicación que contiene las actas de la Asamblea Constituyente respectiva, Tomo I, página 628, están los siguientes conceptos, emanados de dicha Comisión: “Concretamente se establece el recurso de amparo……En realidad, si excluimos el de Hábeas Corpus y el Recurso de Inconstitucionalidad, éste con las limitaciones de ley, no hemos tenido forma de defender con eficacia los derechos constitucionales violados o desconocidos.- El recurso de que se trata llena la deficiencia…” (El subrayado no figura en el texto).-  Tal  es en realidad el origen del artículo 48 de la Constitución Política, que dice: “Toda persona tiene derecho al recurso de Hábeas Corpus cuando se considere ilegítimamente privada de su libertad… Para mantener o restablecer el goce de los otros derechos consagrados en esta Constitución, a toda persona le asiste, además el recurso de Amparo, del que conocerán los tribunales que fije la Ley.” (Tampoco es del original el subrayado).-  Esta Ley, la de Amparo, en su artículo 2 contiene iguales conceptos; y dice en su artículo 8: “El recurso de Amparo expresará, con la mayor claridad posible…el derecho que se considera amenazado o violado...Si el recurso fuere oscuro o no llenare los requisitos indicados, se le ordenará al recurrente corregir el defecto, y si no lo hiciere dentro de tercero día, se rechazará de plano el recurso.”

II.- La Corte Suprema de Justicia ha mantenido invariablemente, que el recurso de amparo sólo protege derechos consagrados en la Constitución Política.- Y así, en un caso en que pudo haber irrespeto a la Ley dijo: “4) El recurso de amparo fue específicamente establecido por nuestro constituyente y luego regulado por la respectiva ley, para mantener o restablecer en el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política a toda persona, pues para las demás transgresiones de ley debe quien presuma que se han vulnerado sus derechos, ocurrir a la vía correspondiente, sea civil, penal o de cualquier otra índole, en reclamo de lo que a su derecho convenga.- 5) La mencionada orden de desalojamiento podrá ser contraria a las normas de derecho existentes, pero no roza con los derechos consagrados en el Constitución; que son los susceptibles de ser mantenidos y restablecidos mediante el recurso de Amparo”.- (Artículo VI del acta de sesión de Corte Plena de 6 de junio de 1960).-  El propio pensamiento puede leerse, entre otras, en las actas de sus sesiones de 30 de julio de 1962 y 17 de agosto de 1964.


III.- El artículo 31 de la Constitución Política dice: “El territorio de Costa Rica será asilo para todo perseguido por razones políticas.-  Si por imperativo legal se decretare su expulsión, nunca podrá enviársele al país donde fuere perseguido.-  La extradición será regulada por la ley o por los tratados internacionales y nunca procederá en casos de delitos políticos o conexos con ellos, según la calificación costarricense”.  Como, evidentemente, las personas a cuyo favor se recurre, ni buscaban asilo en Costa Rica como perseguidos políticos, ni puede a ellas atribuirse la comisión de delitos de esa clase o conexos con éstos, en nada les puede favorecer el artículo 31 transcrito.  La frase “la extradición será regulada por la ley o por los tratados internacionales”, consagra derecho personal alguno?-  La norma establece que la extradición como institución jurídica, se regule por ley o por tratados.-  Y en realidad está cumplida, pues existen y han existido aquélla y éstos.-  Pero los eventuales derechos que establezcan la Ley o los Tratados de Extradición, no son en realidad los constitucionales que pueden protegerse por la vía sumaria del amparo.-  Si no se acatan se habrá incumplido la ley o el tratado, pero no la Constitución.-  La remisión que ésta hace a aquéllos – valga la perogrullada – no incorpora a la Carta Fundamental, las reglas de la respectiva ley o tratado.-  Por el camino contrario llegaríamos a que el recurso de amparo se da, no sólo para proteger los derechos que consagra la Constitución a favor de las personas sino también los que provienen sólo de la ley, ello con claro quebranto de la Carta Política, que no lo consiente.-  En realidad es inaceptable, entre nosotros, dar rango constitucional, para protegerlos a pretexto de que figuran en una ley que la Constitución manda dictar, a derechos que el Constituyente no los estimó de naturaleza tal que deban figurar en la Carta.-  Las reglas exclusivas de la Ley o de los tratados de Extradición, no son equiparables, a los efectos de extender a ellas el recurso de amparo, a normas que figuran en el propio artículo 31 de la Constitución Política, como la que de nunca procederá la extradición en casos de delitos políticos o conexos con ellos, según la calificación costarricense.- La equiparación que se objeta en general, sería ya, no sólo inconstitucional, como antes de dice, sino ilógica también, pues por ese camino tendríamos derechos cuya modificación o derogatoria exigen el riguroso trámite de las reformas a la Carta Fundamental, en tanto que los otros – estimados de igual rango – pueden serlo por el simple hecho de la derogatoria o reforma a la leyes.-  Buen ejemplo es el de la propia Ley de Extradición vigente, con poco más de cinco meses de promulgada, que cambió lo que hasta entonces regía, especialmente privando al Poder Ejecutivo de la facultad de ofrecerla, concederla o negarla, para confiarle al Poder Judicial, por cierto que contra el criterio de la mayoría de esta Corte, expuesto a evacuar la oportuna consulta hecha al efecto.-

IV.- No sobra agregar que el recurrente no reclama la violación de regla legislativa alguna sobre extradición, a pesar de que el artículo 8 de la Ley de Amparo exige que en el recurso de haga indicación clara del derecho amenazado o violado, con prevención de rechazo de plano.-  Ello hace aun más evidente la imposibilidad legal de ocuparse en la vía ahora usada, de un problema ajeno a las expresas pretensiones de las partes, problema que, de todos modos, en definitiva podría quedar reducido tan sólo a un conflicto de legalidad, extraño, como ha quedado expuesto, a los derechos personales claramente señalados en la Constitución Política, que son los únicos cuya protección se dispensa por medio del recurso de amparo.-   Cuando hay desconocimiento de reglas de ley, otro es el camino para exigir responsabilidad a los miembros de los Supremos Poderes que incumplen el juramento de acatarlas, que impone el artículo 11 de la Constitución Política.-  El número 348 del Código Penal sanciona “Al funcionario judicial o administrativo que dictare resoluciones contrarias a la ley”, pero el 662 del de Procedimientos Penales determina que es la Asamblea Legislativa, la que debe declarar haber lugar a formación de causa, y , entonces, poner a los acusados a disposición de la Corte Suprema de Justicia.- Entre tanto, a éste le está vedada toda intervención, pues ni siquiera puede felicitarlos o censurarlos por sus actos, según prohibición expresa escrita en el inciso 3° del artículo 8° de la Ley Orgánica del Poder Judicial.-

Los Magistrados Trejos, Porter y Benavides basaron su voto en lo siguiente:

a) Los hechos que lo motivan, pueden resumirse así: tres personas de nacionalidad nicaragüense secuestraron un avión de pasajeros, obligando a sus conductores a trasladarlo a Costa Rica con el objeto de proveerse de combustible para continuar el viaje a Cuba.-  Uno de los secuestradores hirió gravemente a sangre fría y en forma alevosa a uno de los pasajeros del avión.-  Aquí pretendieron que se les entregara ese combustible mediante amenaza de ejercer violencia contra los pasajeros si no se accedía a sus pretensiones.-  Ante la imposibilidad de continuar el viaje y debido a un incendio que se desató en la nave aérea, los secuestradores se vieron obligados a abandonarla, negándoseles el permiso de ingresar y permanecer en Costa Rica y se les remitió a su país de origen.
b)  No se está en el caso de extradición, pues lo que se impidió a los secuestradores fue permiso de permanecer en el país.  Tampoco se está en presencia de perseguidos políticos, sino de personas que cometieron sendos delitos comunes de suma gravedad.-  No se está, en consecuencia, en ninguna de las situaciones contempladas en el artículo 31 de la Constitución Política.-
c) La entrada al país de extranjeros está sometida a determinadas regulaciones justificadas por el interés público y la seguridad nacional.-  La ley expresamente faculta al Poder Ejecutivo para impedir el ingreso a territorio nacional a extranjeros indeseables y haciendo uso de esa facultad los funcionarios públicos acusados se negaron a permitir el ingreso y la permanencia en Costa Rica a las personas a que el presente recurso se refiere.-  Que se está en presencia de elementos indeseables no queda la menor duda, y que acababan de cometer dos delitos de extrema gravedad.-  El ejercicio de esa facultad no puede infringir principio constitucional alguno, como lo resolvió recientemente esta Corte.-

d) Como lo tiene establecido en forma constante este Tribunal, la protección que por la vía del recurso de amparo otorgan la Constitución y la ley a los ciudadanos se contrae únicamente a los actos evidentemente arbitrarios o injustificados tendientes a impedir o amenazar el ejercicio de los derechos consagrados en la Carta Magna.-  La actitud del Gobierno de negar el ingreso y la permanencia en Costa Rica de extranjeros peligrosos que acababan de cometer dos delitos graves – secuestro de un avión y lesiones alevosas – no puede considerarse arbitraria, tanto por tener buen respaldo en las leyes de Migración vigentes, como por el fin que la inspiraba de evitar al país problemas que podrían presentarse con la estadía en nuestra Nación de esos extranjeros delincuentes, como ya ocurrió en el recordado caso de Fonseca Amador.- 
